ACCIÓN DE TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA

RADICACIÓN: 66001 31 87 004 2018 00099 01
ACCIONANTE: MARÍA ELENA MAZO BENÍTEZ
ACCIONADAS: MINISTERIO DEL TRABAJO Y OTRO 
ASUNTO: CONFIRMA DECISIÓN 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
MÍNIMO VITAL / PAGO DE SALARIOS Y APORTES A SEGURIDAD SOCIAL / CAUSALES DE IMPROCEDENCIA ESPECÍFICA DE LA ACCIÓN DE TUTELA / PROCEDENCIA EXCEPCIONAL DE LA TUTELA EN ESTOS CASOS.
… la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez; la  tutela contra sentencias de tutela y la tutela temeraria.

6.5. La Corte Constitucional también ha advertido que, de manera excepcional, a través de esta acción constitucional procede la tutela para amparar el derecho al pago oportuno del salario, así:

“El salario es la contraprestación que recibe el trabajador por la labor desempeñada y la mora o la ausencia de pago por parte del empleador, generalmente conlleva a una crisis económica que le impide atender sus necesidades básicas y las de su núcleo familiar. Con todo, la Corte Constitucional ha señalado que, en principio, la acción de tutela no es procedente para obtener el pago de acreencias laborales; sin embargo, se ha advertido que, de manera excepcional, a través de esta acción constitucional se puede obtener la cancelación de salarios, siempre que éstos constituyan la única fuente de recursos económicos del trabajador que le permitan asegurarse una vida digna, así como cuando la falta de dicha prestación afecte su mínimo vital y el de su familia, con todo lo que ello conlleva, teniendo en cuenta que de la misma depende su afiliación al sistema de seguridad social tanto en salud como en pensiones”.
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA PENAL 
M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, veinticuatro (24) de enero de dos mil diecinueve (2019)
Proyecto aprobado por Acta No.0030
Hora: 11:10 a.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación formulada por el representante legal de la empresa Estudios e Inversiones Médicas ESIMED S.A. frente al fallo emitido el 8 de noviembre de 2018 por el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, dentro de la acción de tutela que instauró la señora la señora María Elena Mazo Benítez en contra del Ministerio de Trabajo y ESIMED S.A.
2. ANTECEDENTES 
2.1.  Indicó la accionante que está vinculada a la empresa Estudios e Inversiones Médicas S.A. ESIMED, donde se desempeñó como recepcionista, desde el 1º de agosto de 2006, con 12 años y 2 meses de antigüedad, devengando un salario $781.242.

Informó la actora que la empresa referida ha venido pagando el salario de forma atrasada, y le adeuda lo correspondiente a las quincenas del 30 de septiembre y del 15 de octubre de octubre de 2018 hasta la fecha de la interposición de la demanda de amparo. Así mismo, la entidad para la cual labora no consignó el 14 de febrero de 2018 el valor de las cesantías del año anterior, incumplió con el aporte de las cotizaciones en salud, pensión y ARL  desde el mes de agosto,  pese a haber sido descontado de su salario; por lo tanto, se encuentra en mora en el pago de estos aportes, no tienen cobertura ella y sus beneficiarios en salud  y no puede afiliarse a ninguna otra EPS por encontrarse atrasada. Además, de no contar con los medios económicos para atender las necesidades básicas de su núcleo familiar como lo es su madre, quien padece cáncer de mama, y su hijo de 7 años de edad.
En el acápite de pretensiones, relacionó las siguientes:  i) la protección de sus derechos fundamentales a la subsistencia, la vida, la seguridad social, la dignidad humana, el trabajo, las condiciones dignas y justas, el mínimo vital y demás garantías sociales y como consecuencia de ello, ii) se ordene a  ESIMED que efectúe el pago de la seguridad social, salud y ARL y parafiscales, los salarios adeudados del 30 de septiembre, 15 de octubre y los días corridos del 16 de octubre de 2018 hasta la fecha iii) ordenar a la entidad demandada que expida las copias sobre el cumplimiento del pago de sus salarios y aporte a la seguridad social; iv) ordenar al Ministerio de Trabajo que realice el acompañamiento y la verificación del cumplimiento de las decisiones adoptadas en la sentencia y v) comunicar la decisión a la Defensoría del Pueblo y a la Procuraduría General de la Nación par que en ejercicios de sus competencias constitucionales, ejerzan la vigilancia administrativa que les competen en relación con el cumplimiento de las leyes pertinentes al caso.

Se tuvieron como pruebas las allegadas con la demanda (Fls.  9-15)
3. SÍNTESIS DE LAS RESPUESTAS A LA DEMANDA 
3.1.  ESTUDIOS E INVERSIONES MÉDICAS –ESIMED S.A.
Consideró que en este asunto específico no se acreditó un perjuicio irremediable ni la vulneración del mínimo vital de la actora, por lo tanto, la acción de  tutela no es el medio idóneo para el pago de las acreencias laborales por cuanto ese debate tiene otro mecanismo de protección judicial.  Además, en cuanto al incumplimiento prolongado e indefinido del salario, la Corte Constitucional ha precisado que este debe ser mayor a dos meses a menos de que se trate de personas que reciben un salario mínimo, y frente a que no se trate deudas pendientes, dicha Corporación ha indicado que el amparo laboral no se extiende a todo el salario adeudado, sino a la parte de éste que corresponda al mínimo vital. 
Mencionó que se ha configurado una carencia actual de objeto por cuanto esa entidad ha venido cumpliendo con sus obligaciones, por lo que la acción tutela pierde su razón de ser.

Por lo tanto, solicitó que se declare improcedente a tutela (Fls. 22-24)
3.2. El Ministerio de Trabajo no se pronunció frente a la demanda de tutela.

4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 8 de noviembre de 2018, el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad resolvió tutelar el derecho fundamental al mínimo vital de la señora María Elena Mazo Benítez y en tal virtud, dispuso ordenar a la empresa ESIMED S.A. que dentro de las 48 horas siguientes a la notificación del presente fallo, realizara el pago de los salarios adeudados y de los saldos que se encontraran pendientes de los aportes al sistema de seguridad social a favor de la accionante (Fls. 39-43). 

En las consideraciones el A quo tuvo en cuenta la constancia en la cual la accionante manifestó no había recibido el pago de las mesadas de octubre de 2018 y que tampoco había cancelado los aportes a la seguridad social.
ESIMED S.A. fue notificada del fallo anterior el 8 de noviembre de 2018 a través de correo electrónico (Fl.44).
5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN
El 14 de noviembre de 2018  ESIMED S.A.  allegó un escrito mediante el cual reiteró los mismos argumentos que utilizó en la respuesta a la demanda de tutela ante el juez de primer grado y en tal sentido, solicitó que se modifique la decisión y en su lugar, se declare improcedente la acción constitucional (Fls. 46-48).
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. PROBLEMA JURÍDICO Y SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO 

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocarla,  tal como lo solicitó la entidad demandada. 

6.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
6.4. Sea  lo primero indicar que la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

6.5. La Corte Constitucional también ha advertido que, de manera excepcional, a través de esta acción constitucional procede la tutela para amparar el derecho al pago oportuno del salario, así:

“El salario es la contraprestación que recibe el trabajador por la labor desempeñada y la mora o la ausencia de pago por parte del empleador, generalmente conlleva a una crisis económica que le impide atender sus necesidades básicas y las de su núcleo familiar. Con todo, la Corte Constitucional ha señalado que, en principio, la acción de tutela no es procedente para obtener el pago de acreencias laborales; sin embargo, se ha advertido que, de manera excepcional, a través de esta acción constitucional se puede obtener la cancelación de salarios, siempre que éstos constituyan la única fuente de recursos económicos del trabajador que le permitan asegurarse una vida digna, así como cuando la falta de dicha prestación afecte su mínimo vital y el de su familia, con todo lo que ello conlleva, teniendo en cuenta que de la misma depende su afiliación al sistema de seguridad social tanto en salud como en pensiones. En este orden de ideas, el derecho al pago oportuno del salario emerge como un derecho fundamental y como tal, merece protección a través del mecanismo de la tutela”.
 (Subrayas propias)
6.6.   DEL CASO EN CONCRETO

6.6.1.  En el caso sub examine, la señora María Elena Mazo Benítez acudió al juez de tutela por considerar que la empresa Estudios e Inversiones Médicas ESIMED S.A. vulneró sus derechos fundamentales a la seguridad social, vida digna y mínimo vital al adeudarle el salario que percibe como recepcionista en dicha entidad correspondiente a las quincenas del 30 de septiembre, 15 de octubre y desde el 16 de octubre de 2018 al momento que interpuso la demanda de amparo, además, de los aportes de seguridad social dejados de cancelar.

6.6.2.  Esta Colegiatura debe reiterar que conforme a los precedentes jurisprudenciales constitucionales, la acción de tutela no es procedente para obtener el pago de acreencias laborales por cuanto ese es un debate que debe resolverse ante el juez ordinario, salvo que se pruebe una afectación al mínimo vital del peticionario.  Al respecto, la Corte Constitucional ha señalado que
: “por regla general, la pretensión vinculada con la cancelación de acreencias laborales es improcedente por la vía del juicio de amparo, por cuanto en el ordenamiento jurídico se prevén otros mecanismos de defensa judicial para resolver este tipo de controversias, ya sea ante el juez ordinario laboral o ante el juez contencioso administrativo, dependiendo de si la vinculación de un servidor público –como ocurre en el asunto bajo examen en el que la accionante tiene la condición de Personera– se realizó mediante contrato de trabajo o por relación legal y reglamentaria. Sin embargo, de manera excepcional, se ha contemplado la viabilidad del amparo para obtener la realización de este tipo de acreencias, cuando por virtud de su desconocimiento se afectan los derechos fundamentales de los accionantes, concretamente el derecho al mínimo vital.”

6.6.3.  Así mismo, la Corte Constitucional ha señalado que, en principio, la acción de tutela no es procedente para obtener el pago de acreencias laborales; sin embargo, se ha advertido que, de manera excepcional, a través de esta acción constitucional se puede obtener la cancelación de salarios  “siempre que éstos constituyan la única fuente de recursos económicos del trabajador que le permitan asegurarse una vida digna, así como cuando la falta de dicha prestación afecte su mínimo vital y el de su familia, con todo lo que ello conlleva, teniendo en cuenta que de la misma depende su afiliación al sistema de seguridad social tanto en salud como en pensiones. En este orden de ideas, el derecho al pago oportuno del salario emerge como un derecho fundamental y como tal, merece protección a través del mecanismo de la tutela.”
 
(Subrayas propias)

6.6.4. En este asunto específico, la Sala colige que el sueldo que la actora devenga por la labor de recepcionista que presta en la entidad accionada, cuyo valor corresponde a un salario mínimo legal mensual vigente, según el ingreso base de cotización consignado en la historia laboral de Porvenir (Fl. 12), es con el objeto de cubrir las necesidades básicas propias y las de su núcleo familiar, por lo que la ausencia del pago de las quincenas vulnera su mínimo vital y además, se infiere que las mismas son su único ingreso, si se tiene en cuenta que con relación a este último tema la Corte Constitucional ha explicado que: “no es exigible la plena demostración de que no se tienen otros ingresos, pues esto sería una prueba ‘diabólica’, sino que basta con aportar elementos de juicio que le  permitan al juez de tutela inferir que el salario es el único ingreso y que su no pago afecta gravemente las condiciones de vida del trabajador”
.  

6.6.5.  Debe precisarse que esta Colegiatura en sus pronunciamientos ha acogido la postura de la Corte Constitucional para negar el amparo cuando el debate es meramente económico y así se ha argumentado en diferentes sentencias de tutela tanto de primera como de segunda instancia. Al respecto, la Sala revocó dos fallos en los que se habían concedido la protección del mínimo vital a las tutelantes en donde la entidad demandada era igualmente la empresa ESIMED S.A.
.  Sin embargo, en el caso sub examine, la situación de la señora Mazo Benítez es especial en el entendido de que la falta de pago de su salario y de las cotizaciones a las entidades del sistema de seguridad social, le han impedido acceder tanto a ella como a su madre, quien sufre de cáncer de mama, al servicio de salud por encontrarse suspendido. 

6.6.6.  Por lo anterior, esta Sala considera que no existe justificación alguna por parte de la empresa ESIMED S.A. para el incumplimiento de sus obligaciones como empleador, como es el cancelar oportunamente las acreencias laborales y las cotizaciones al sistema de seguridad social, máxime que la falta del pago de los aportes a dicho sistema han impedido el pleno goce de los servicios de salud de la accionante, toda vez que los mismos se encuentran suspendidos,  lo que igualmente perjudica a su madre, señora Olga Inés Benítez Lotero,  quien  sufre cáncer de mama y es está afiliada como su beneficiaria, tal como se puede observar en el certificado de la EPS MEDIMÁS (Fl. 14), sin que ESIMED S.A. hubiera desvirtuado que el único ingreso con el que cuenta la actora es el salario del que devenga como recepcionista en esa entidad.

En ese orden de ideas, la Sala confirmará la decisión de primer nivel.
DECISIÓN 

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida el 8 de noviembre de 2018  por el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, dentro de la acción de tutela interpuesta por la señora María Elena Mazo Benítez en contra de la empresa Estudios e Inversiones Médicas ESIMED S.A. y como vinculado el Ministerio de Trabajo.

SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-1.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-2.
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� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-4.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-5.
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� Decreto 2591 de 1991, artículo 38. Sentencia T-407 de 2005 entre otras.


� Sentenca T-214 de 2011


� Sentencia T-619 de 2016
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� Fallos de tutela de segunda instancia con ponencia del Magistrado Jorge Arturo Castaño Duque, bajo los radicados No.6600131870032018-00104-01 donde la accionante es la señora Nury Andrea Taborda López en contra de ESIMED S.A. y el No.660013109006201800098-01 donde la accionante es la señora Marisol Osorno Hernández en contra de ESIMED S.A..





1

